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1. GENERALIDADES

“Normalmente cada uno de nosotros ve la incapacidad lejana y espe-
cialmente ajena”1. Sin embargo, se trata de un status jurídico que a
todos nos puede alcanzar. La relevancia práctica de la incapacitación
es fundamental para la libertad y autodeterminación de la persona natu-
ral; la distinción sustantiva y procesal de sus diversas especies constitu-
ye punto fundamental de la teoría general de la capacidad.

La incapacitación es la incapacidad de obrar que procede por decisión
judicial, es decir, en razón de una sentencia2. Es una institución que
pretende privar o limitar la capacidad de obrar de la persona natural3.
Acontece en materia de mayores de edad, como una excepción a la
presunción iuris tantum de capacidad de ejercicio que rige respecto de

1 Taiana de Brandi, Nelly A.: Apuntes sobre los conceptos de capacidad e incapacidad en el
Derecho español y argentino. Editorial Astrea, 2004, www.infobaeprofesional.com/adjun-
tos/documentos/08/0000891.pdf
2 Domínguez Guillén, María Candelaria: Ensayos sobre capacidad y otros temas de Derecho
Civil. Colección Nuevos Autores N° 1, Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 2ª edic., 2006,
p. 262; Méndez, Rosa M. y A. Esther Vilalta: Proceso de incapacitación y prodigalidad.
Barcelona, Bosch, 2ª edic., 2001, p. 8; Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil,
Mercantil, Agrario, del Tránsito y Bancario de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo,
Sent. 19-7-07, Exp. N° 2006 / 7525, http://carabobo.tsj.gov.ve/decisiones/2007/julio/741-19-
2007-7525-.html; Juzgado Superior Tercero en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Cir-
cunscripción Judicial del Estado Lara, Sent. 16-1-08, Exp. KH03-F-2000-000037 http://
lara.tsj.gov.ve/decisiones/2008/enero/678-16-KH03-F-2000-000037-05-618.html; Juzgado
Superior Tercero en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del
Estado Lara, Sent. 15-2-07, Exp. KP02-F-2006-000114, http://lara.tsj.gov.ve/decisiones/2007/
febrero/678-15-KP02-F-2006-000114-06-860.html; Juzgado Superior Tercero en lo Civil,
Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Lara, Sent. 30-4-07, Exp.
KP02-F-2006-000389, http://lara.tsj.gov.ve/decisiones/2007/abril/678-30-KP02-F-2006-
000389-07-0899.html; Juzgado Superior Tercero en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la
Circunscripción Judicial del estado Lara, Sent. 27-1-05, Exp. KP02-S-2003-006568, http://
lara.tsj.gov.ve/decisiones/2005/enero/678-27-KP02-S-2003-0006568-04-0392.html; Juzgado
Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Agrario y Bancario de la
Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, Sent. 13-7-07, Exp. N° 2005-7362, http://
carabobo.tsj.gov.ve/decisiones/2007/julio/741-13-2005-7362-.html
3 Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Agrario, Bancario y
Marítimo del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Sucre, Sent. 6-2-07,
Exp. N° 18.617 http://sucre.tsj.gov.ve/decisiones/2007/febrero/1240-6-18.617-07.html; Juz-
gado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Tránsito y Agrario del Primer
Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Sucre, Sent. 31-3-05, Exp. N° 18.043,
http://sucre.tsj.gov.ve/decisiones/2005/marzo/1240-31-18.043-43.html
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quienes han cumplido los dieciocho (18) años4. Pues toda persona ma-
yor de edad se presume capaz, salvo que se pruebe lo contrario5. La
incapacidad de obrar debe probarse6.

Los procesos de modificación de la capacidad de obrar imponen un cam-
bio del régimen jurídico personal en razón de una sentencia7. La finalidad
de tales procesos es la de conseguir una decisión judicial que se adapta a
la situación jurídica de la persona afectada8. La incapacitación actúa res-
tringiendo la capacidad de obrar del individuo9. El estado civil del incapa-
citado debe quedar necesariamente constituido por sentencia judicial10.

4 A tal edad se es en principio capaz de obrar para todos los actos de la vida civil, salvo lo que
dispongan leyes especiales, de conformidad con el artículo 18 del Código Civil.
5 Cobo Plana, Juan José: Compendio de Jurisprudencia Civil. Derecho Civil. Parte General.
Madrid, Dikinson, 1997, p. 66, (sentencia española del 13 de octubre de 1990, Actualidad
Civil, 34/1991).
6 Véase: Juzgado Sexto de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la
Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, Sent. 25-7-08, Exp. N° 14.165,
http://cfr.tsj.gov.ve/decisiones/2008/julio/2121-25-14165-.html “…este juzgado considera que
la capacidad procesal es la regla y la incapacidad es la excepción, siendo que sólo en unos
casos específicos como lo son la interdicción, la inhabilitación y la minoridad, es cuando se
considera que una persona no tiene capacidad para disponer de sus derechos, por lo que
necesitaría o representación o asistencia, dependiendo del caso concreto; como quiera que en
el caso de marras no se evidencia incapacidad alguna de la parte actora, ni antes del proceso,
ni sobrevenida, no existiendo limitación alguna, es aplicable la regla general al caso de marras”.
7 Banacloche Palao, Julio: El proceso de reintegración de la capacidad de obrar. España,
Editorial Aranzadi, 1998, p. 21.
8 Ibíd., p. 25.
9 Cabrera Mercado, Rafael: El proceso de incapacitación. Madrid, McGraw-Hill, 1998, p.
49. Véase también: Domínguez Guillén, Ob. Cit. , p. 266, la incapacitación es una institución
que tiene el efecto práctico y jurídico de privar o limitar la capacidad de obrar de una persona;
Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Agrario, Bancario y
Marítimo del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Sucre, Sent. 6-2-07,
Exp. N° 18.617, http://sucre.tsj.gov.ve/decisiones/2007/febrero/1240-6-18.617-07.html Juz-
gado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Tránsito y Agrario del Segundo
Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa, Sent. 18-10-06, Exp. C-502,
http://portuguesa.tsj.gov.ve/decisiones/2006/octubre/1141-18-C-502-DEFINITIVA.html;
Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Marítimo, Bancario y
Agrario del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Sucre, Sent. 24-4-06,
http://sucre.tsj.gov.ve/decisiones/2006/abril/1240-24-18.359-20.html
10 Martínez de Aguirre Aldaz, Carlos y otros: Curso de Derecho Civil (I). Derecho Privado
Derecho de la Persona. Madrid, edit. Colex, 2ª edic., 2001, Vol. I, p. 426. Véase también:
Diez-Picazo, Luis y Antonio Gullón: Sistema de Derecho Civil. Madrid, edit. Tecnos, 9ª
edic., 1997, Vol. I, p. 246, La incapacitación es un estado civil de la persona física que se
declara judicialmente cuando concurre en ella alguna de las causas establecidas por la ley. El
mismo término de “incapacitación” suscita la idea de algo externo a la persona, que no es otra
cosa que la declaración judicial, resultado de un proceso o procedimiento seguido para alcan-
zarla. El demente, por ejemplo, no cambia su estado civil de capaz por el de incapaz hasta que
no termine el procedimiento judicial.



100 MARÍA CANDELARIA DOMÍNGUEZ GUILLÉN

Sólo el Juez puede limitar total o parcialmente la capacidad de obrar del
ser humano11.

La incapacitación o incapacidad, en razón de sentencia, puede ser ab-
soluta o relativa, según afecte en forma total o parcial la capacidad de
obrar, respectivamente. Ello acontece en la interdicción judicial y en la
inhabilitación judicial. De allí pues, que la interdicción y la inhabilitación
por vía judicial se traducen en una incapacitación absoluta o en una
incapacitación relativa, respectivamente. La interdicción judicial supo-
ne en principio la privación de la capacidad de obrar, en tanto que la
inhabilitación implica sólo una restricción o limitación de la capacidad
negocial y procesal. La interdicción propicia un régimen de represen-
tación que apareja la tutela; y la inhabilitación acarrea un régimen de
asistencia consecuencia de la curatela12.

11 Nadal i Oller, Narcís: La incapacitación. Barcelona, Bosch, 1999, p. 26. Véase también:
O’Callaghan, Xavier: La declaración de incapacidad. En: La protección jurídica de
discapacitados, incapaces y personas en situaciones especiales. Seminario organizado bajo la
presidencia de Honor de S.M. La Reina de España por el Consejo General del Notariado en
la UIMP. Madrid, Civitas y Europa Notario, 2000, pp. 45-58; Juzgado Superior Tercero en
lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del estado Lara, Sent. 22-3-
04, Exp. KP02-R-2004-000040, http://lara.tsj.gov.ve/decisiones/2004/marzo/678-22-KP02-
R-2004-000040-04-0054.html
12 Véase: Domínguez Guillén, Ob. Cit. , pp. 380 y 382, La incapacitación se presenta como
la privación o restricción de la capacidad de obrar de la persona en virtud de una sentencia
judicial. En el derecho venezolano, el procedimiento de incapacitación presenta dos modali-
dades; la interdicción y la inhabilitación, según se afecte la capacidad de obrar en forma
absoluta o en forma relativa, respectivamente. De allí que la interdicción judicial tiene lugar en
presencia de una enfermedad mental grave (defecto intelectual grave) y supone una incapaci-
dad plena que amerita la representación mediante el tutor, en tanto que la inhabilitación
judicial procede en caso de enfermedad mental leve (débil de entendimiento) o de prodigali-
dad, teniendo lugar una incapacidad parcial que es subsanada a través de la asistencia de un
curador. Esta distinción que hacemos entre incapacitación absoluta y relativa es considerada
en: Tribunal Supremo de Justicia/SPlena, Sent. N° 35 del 13-8-02, en: www.tsj.gov.ve/deci-
siones/tplen/Agosto/0002.htm. Véase también: Tribunal Superior de lo Contencioso Tributa-
rio de la Región Los Andes con sede en San Cristóbal Estado Táchira, Sent. 3-11-04, Exp.
0400, http://lara.tsj.gov.ve/decisiones/2004/noviembre/1324-3-0400-.html
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Si bien la doctrina venezolana estudia la interdicción y la inhabilitación13,
algún sector de aquélla ha referido específicamente la diferencia o dis-
tinción entre la interdicción judicial y la inhabilitación judicial14. Por medio
de las siguientes líneas, simplemente trataremos de reflexionar sobre tal
distinción o diferencia, partiendo de los diversos puntos que ha conside-
rado específicamente el autor patrio José Luis Aguilar Gorrondona15, en
cuanto a las causas, procedimiento, gobierno de la persona, grado de
incapacitación y régimen de incapacidad aplicable. Distinciones que igual-

13 Véase: Aguilar Gorrondona, José Luis: Derecho Civil Personas. Caracas, Universidad
Católica Andrés Bello, 17ª edic., 2005, pp. 401-420; Alberto José: Derecho Civil I.
Maracaibo, edit. Metas C.A., 2ª edic., 1984, Vol. II, pp. 205-228; Hung Vaillant, Derecho
Civil I. Caracas-Venezuela-Valencia, 2ª edic., 2001, pp. 407-434; Marín Echeverría, Anto-
nio Ramón: Derecho Civil I. Personas. Venezuela, McGraw-Hill Interamericana, 1998., pp.
190-205; Graterón Garrido, Mary Sol: Derecho Civil I. Personas. Caracas, Fondo Editorial
USM, 2000, pp. 339-360; Ochoa Gómez, Personas Derecho Civil I. Caracas, Universidad
Católica “Andrés Bello”, 2006, pp. 671-701; Zerpa, Levis Ignacio: Derecho Civil I Perso-
nas. Guía y Materiales para su Estudio por Libre Escolaridad. Caracas, Universidad
Central de Venezuela, 1987, pp. 191-200; Jaimes, Yolanda: La Interdicción. Caracas, Uni-
versidad Central de Venezuela, Facultad de Ciencias Económicas y Sociales Publicaciones,
3ª edic., 1999; Binstock, Hanna: La Protección Civil del Enfermo Mental. Colección
monografías jurídicas N° 18. Caracas, Editorial Jurídica Venezolana, 1980; Grimaldi de
Caldera, Elvira y Graciela Bilbao de Romer: El Enfermo Mental en Nuestro Ordenamiento
Jurídico. En: Revista de la Facultad de Derecho N° 52, Valencia, Universidad de Carabobo,
1990, pp. 45-85 (también en: servicio.cid.uc.edu.ve/derecho/revista/52/52-3.pdf); De Freitas
De Gouveia, Edilia Comentarios sobre el procedimiento de interdicción. Temas de Derecho
Civil. Libro Homenaje a Andrés Aguilar Mawdsley. Colección Libros Homenaje N° 14.
Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, Fernando Parra Aranguren, Editor, 2004, pp. 385-
417; Domínguez Guillén, Ob. Cit. , pp. 259-383; Parra Aranguren, Gonzalo: La Interdic-
ción y la Inhabilitación en el Derecho Internacional Privado. En: Actas Procesales de
Derecho Vivo, Vol. XXXII, N° 67-69, Caracas, Grafiunica, 1977; Santana Mujica, Miguel:
Resumen de la Doctrina Patria y Jurisprudencia de Casación sobre Interdicción e Inhabi-
litación. Caracas, edit. La Torre, 1974.
14 Véase: Aguilar Gorrondona, Ob. Cit. , pp. 418 y 419; La Roche, Ob. Cit. , pp. 227 y 228;
Grimaldi de Caldera y Bilbao de Romer, Ob. Cit. , pp. 77 y 78.
15 Véase: Aguilar Gorrondona, Ob. Cit. , pp. 418 y 419.
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mente ha considerado la jurisprudencia16. A tales aspectos podríamos
agregar entre otros: legitimación, discernimiento, capacidad de obrar,
actos personalísimos, patria potestad, domicilio, delación, formalidades.
Vamos de seguidas a referirnos a cada uno de éstos.

2. CAUSAS

Las causas que dan lugar a la incapacitación absoluta ciertamente son
diferentes a las que originan la incapacitación relativa. Es de recordar
que la diferencia fundamental entre la interdicción judicial y la inhabili-
tación judicial viene dada por la causa de origen entre una y otra; la
mayor intensidad de la causa marca o define la incapacitación absoluta,
en tanto que si la circunstancia no es grave o más específicamente es
leve estaremos en presencia de la incapacitación relativa. Esa diferen-
ciación en torno a la gravedad de la causa o circunstancia es la que
propicia el respectivo régimen de protección, pues sólo en atención a la

16 Véase: Tribunal de Protección del Niño y del Adolescente, con sede en la Ciudad de San
Fernando de Apure, Juez Unipersonal Nª 01, Sent. 26-7-04, Exp. N° 10.573, http://
apure.tsj.gov.ve/decisiones/2004/julio/443-26-10.573-.html DIFERENCIAS ENTRE LA
INHABILITACIÓN Y LA INTERDICCIÓN JUDICIALES. Las principales son: En Cuan-
to a sus causas: La interdicción judicial sólo procede por un estado habitual de defecto
intelectual que impida al sujeto proveer a sus necesidades; La inhabilitación judicial sólo
procede por un defecto intelectual MENOS GRAVE o PRODIGALIDAD.- En cuanto al
procedimiento: La interdicción judicial presupone un juicio con dos fases, en la cual se pasa
del sumario al plenario por un decreto de Interdicción Provisional; El juicio de Inhabilitación
también tiene dos fases; pero al final del sumario NO PUEDE DECRETARSE LA INHABI-
LITACIÓN PROVISIONAL.- En cuanto al gobierno de la persona: La interdicción judicial
deja al entredicho sometido a la potestad del tutor; La inhabilitación no priva al inhabilitado
del gobierno de su persona.- En cuanto al grado de la Incapacitación: La interdicción judicial
crea una incapacidad absoluta, general y uniforme; La inhabilitación implica una limitación de
la capacidad que no es uniforme para los distintos inhabilitados ni tampoco se extiende en
principio a la generalidad de los negocios jurídicos.- En cuanto al régimen de incapaces: La
interdicción judicial somete a un régimen de representación (La tutela); la Inhabilitación a un
régimen de asistencia (la curatela de inhabilitados); Juzgado Superior Segundo en lo Civil,
Mercantil, del Tránsito, Bancario y de Protección del Niño y del Adolescente de la Circuns-
cripción Judicial del Estado Táchira, Sent. 3-4-08, Exp. Nº 5751, http://jca.tsj.gov.ve/decisio-
nes/2008/abril/1321-3-5751-02.html; Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil,
Mercantil, del Tránsito y Agrario de la Circunscripción Judicial del Estado Nueva Esparta,
Sent. 29-7-04, http://zulia.tsj.gov.ve/decisiones/2004/julio/283-29-5899-00-.html; Juzgado
Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Tránsito y Agrario de la Circunscripción
Judicial del Estado Nueva Esparta, Sent. 3-6-04, Exp. Nº 7014/02, http://zulia.tsj.gov.ve/
decisiones/2004/junio/283-3-7014-02-.html; AMCSFM2, Sent. 1-7-96, Jurisprudencia
Ramírez y Garay (JRG), T. 139, pp. 67 y 68.
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existencia comprobada de una circunstancia grave se puede incapacitar
en forma total al ser humano; la incapacitación relativa procede por una
causa de menor intensidad.

Ahora bien, cuando nos referimos a la causa de la incapacitación,
debe precisarse que en la interdicción judicial, aquélla viene dada
por una afección mental, esto es, un defecto intelectual grave17, ha-
bitual y actual18. Es decir, de conformidad con el artículo 393 del
Código Civil19 la única circunstancia que propicia la interdicción judi-
cial en nuestro ordenamiento, es la existencia de un defecto o afec-
ción intelectual grave y habitual, que haga al sujeto incapaz de proveer
a la protección de sus propios intereses20. Expresión esta última que
para algunos tiñe de “criterio jurídico” la caracterización civil de la
enfermedad mental21. La imposibilidad de guiarse o dirigirse por sí
mismo en el ejercicio de sus derechos es fundamental y no implica
ineptitud ante una determinada situación o relación22. La doctrina ha
precisado que dicho defecto mental o intelectual puede constituirse
mediante cualquier afección o enfermedad que altere sustancialmente
las funciones intelectuales del sujeto y que lo priven del discernimien-

17 Utilizando la terminología del Legislador en el artículo 393 del Código Civil.
18 Véase sobre tal causa: Domínguez Guillén, Ob. Cit. , pp. 287-295.
19 En lo sucesivo CC.
20 Véase: Juzgado Décimo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la
Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, Sent. 6-6-07, Exp. N° 32149,
http://jca.tsj.gov.ve/decisiones/2007/junio/2125-6-32.149-DECIMO-07-0426.html; Juzgado
Duodécimo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción
Judicial del Área Metropolitana de Caracas, marzo 2007 (fecha incompleta en la web), Exp.
21.296, http://bolivar.tsj.gov.ve/decisiones/2007/marzo/2127-23-21.296-.html; Juzgado Su-
perior Segundo en lo Civil, Mercantil, del Tránsito y de Menores de la Circunscripción
Judicial del Estado Mérida, Sent. 21-5-08, Exp. Exp. 02991, http://lara.tsj.gov.ve/decisiones/
2008/mayo/957-21-02991-.html
21 Ramos Chaparro, Enrique: La persona y su capacidad civil. Madrid, edit. Tecnos,
1995, p. 347.
22 Cobo Planas, Ob. Cit. , p. 69, cita sentencia de la Audiencia Provincial de Cantabria
(Sección 3ª) del 11 de enero de 1994 (Actualidad Civil, a 575/1994).
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to23. La expresión utilizada por la citada norma es amplia, no despec-
tiva y permite incluir en la misma cualquier situación clínica o disca-
pacidad que prive al ser humano del discernimiento24. Quien por causa
de enfermedad mental está habitualmente incapacitado para dirigir su
persona y sus bienes, es objeto del amparo jurisdiccional, mediante la
respectiva declaración de insania y después de un proceso judicial25.

Por su parte, la inhabilitación, a tenor del artículo 409 del CC, procede
por dos causas: afección mental o intelectual leve (“débil de enten-
dimiento” es la expresión que utiliza el legislador) y prodigalidad26.
Si la afección o defecto intelectual no es tan grave como para decla-
rar la interdicción, pero el sujeto precisa cierta protección tiene lugar

23 Véase sobre la afección mental como causa de incapacidad: Binstock, Ob. Cit.; Grimaldi de
Caldera y Bilbao de Romer, Ob. Cit. , pp. 45-85 (también en: servicio.cid.uc.edu.ve/derecho/
revista/52/52-3.pdf); Pons Tamayo, Héctor A.: Capacidad de la persona natural. Maracaibo,
Universidad del Zulia, Facultad de Derecho, 1971, pp. 168 y 169, la salud es el estado de
equilibrio biológico y psicológico necesario para el desarrollo de las funciones fisiológicas y
psicológicas (intelectuales y volitivas) que condicionan el cabal desenvolvimiento de la per-
sonalidad; José W.: La enfermedad mental y su tratamiento por el derecho privado: debates
y tendencias actualizadoras. En: La persona humana. Buenos Aires, La Ley S.A., 2001, pp.
195-226; Juzgado Superior Civil, Mercantil, Bancario, Tránsito y de Protección del Niño y
del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Guárico, Sent. 3-10-07, Exp. N°
6.231-07 http://guarico.tsj.gov.ve/decisiones/2007/octubre/350-3-6231-07-70.html; Tribunal
Superior de lo Contencioso Tributario de la Región Los Andes, con sede en San Cristóbal
Estado Táchira, Sent. 3-11-04, Exp. N° 0400, http://lara.tsj.gov.ve/decisiones/2004/noviem-
bre/1324-3-0400-.html
24 Domínguez Guillén, Ob. Cit. , pp. 288-290.
25 Cárdenas, Eduardo José y otros: El juicio de insania y la internación psiquiátrica. Argen-
tina, edit. Astrea, 1985, p. 5.
26 Véase: Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Bancario, del Tránsito y de Protección del
Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Aragua Sent. 5-4-06, Exp.
Nº 15.777 http://lara.tsj.gov.ve/decisiones/2006/abril/199-5-15.777-.html “La debilidad de
entendimiento consiste en una anormalidad síquica limitativa de la capacidad mental, que
puede alcanzar la diversidad de formas y grados, pero sin llegar a la pérdida total de la razón,
entendiéndose por pródigo, en la acepción más lata del vocablo, la persona que malgasta o
disipa sus bienes sin orden ni razón”; Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil y
Mercantil de la Circunscripción Judicial del Estado Aragua, Sent. 19-6-07, Exp. Nº 45.594-
06, http://aragua.tsj.gov.ve/decisiones/2007/junio/221-19-45594-.html; Juzgado Superior en
lo Civil, Mercantil, Bancario, Tránsito y de Protección del Niño y del Adolescente de la
Circunscripción Judicial del Estado Aragua, Sent. 17-1-07, Exp. Nº 15.918, http://
aragua.tsj.gov.ve/decisiones/2007/enero/199-17-15.918.html; Juzgado Superior en lo Civil,
Mercantil, del Tránsito del Trabajo y de Protección del Niño y del Adolescente de la Circuns-
cripción Judicial del Estado Apure, Sent. 26-10-04, Exp, Nº 2732, http://apure.tsj.gov.ve/
decisiones/2004/octubre/444-26-2732-2732.html
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entonces la incapacitación relativa (si el procedimiento no fue iniciado
de oficio); de tal suerte que aquí se incluyen afecciones, enfermeda-
des o discapacidades mentales o intelectuales leves que sin privar en-
teramente al sujeto de su discernimiento ameriten en los actos
indicados en el artículo 409 del CC la asistencia del curador27. Por su
parte, el pródigo es el individuo que gasta su patrimonio en una forma
desproporcionada, injustificada y habitual28; tal persona que en modo
alguno constituye un enfermo mental, presenta una conducta desarre-
glada o una suerte de “vicio”29 que podría precisar igualmente una
limitación a su capacidad negocial patrimonial y procesal, mediante la
correspondiente asistencia del curador.

Así pues, en cuanto a la causa distintiva de la incapacitación absoluta y
la incapacitación relativa, viene dada por un defecto intelectual grave y
habitual la primera, en tanto que una afección mental leve o por prodi-
galidad, la segunda30. Aun cuando ambas figuras o formas de incapaci-
dad ciertamente constituyen medios de protección31. La actualidad, esto
es, la vigencia de la afección o causa al momento de instaurar el proce-
dimiento se precisa en ambas modalidades de incapacitación pues el
instituto supone una protección a futuro.

27 Domínguez Guillén, Ob. Cit. , pp. 343-346; Juzgado Primero de Primera Instancia en lo
Civil, Mercantil, Agrario y del Tránsito del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del
Estado Bolívar, Sent. abril 2007 (dato incompleto en la web), Exp. N° FP02-F-2005-
000076,http://bolivar.tsj.gov.ve/decisiones/2007/abril/1973-9-FP02-F-2005-000076-
FPJ0182007000251.html se alude dislalia - trastorno en el lenguaje, dislexia, trastorno en la
memoria...
28 Véase sobre tal causa: Domínguez Guillén, Ob. Cit. , pp. 346-370.
29 Ibíd., p. 360, nota 334.
30 Véase: Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y Tránsito de la
Circunscripción Judicial del Estado Mérida, Sent. 5-6-06, http://jca.tsj.gov.ve/decisiones/
2006/junio/962-5-8251-.html “La doctrina ha establecido una diferencia radical entre inhabi-
litación e interdicción, de allí que se afirma que la interdicción civil procede en un estado
habitual de defecto intelectual, como lo es el caso bajo examen, mientras que la inhabilitación
se diferencia por razones de prodigalidad, debilidad de entendimiento, esta última, vale decir,
la inhabilitación es de un grado menor de gravedad con respecto a la interdicción”.
31 Véase: Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Bancario, del Tránsito y de Protección
del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Aragua Sent. 5-4-06,
Nº 15.777 http://lara.tsj.gov.ve/decisiones/2006/abril/199-5-15.777-.html “El derecho per-
mite a través de la interdicción y la inhabilitación, como medios de protección, salvaguardar
los bienes de las personas que se encuentran bajo la circunstancia de una incapacidad, y es
por ello que se encuentra regulada en nuestra norma civil, a los fines de que comparezcan las
personas autorizadas por la ley para solicitar la interdicción o la inhabilitación de un sujeto
de derecho que presente una incapacidad negocial en razón de un defecto intelectual, sea
grave o menos grave”.
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“De tales normas se colige que la interdicción presupone un defecto inte-
lectual grave y continuado, que da lugar a la privación total de la capacidad
negocial; mientras que la inhabilitación hace alusión a un defecto intelectual
no tan grave como para dar lugar a la interdicción, o a la prodigalidad, que
devienen en una privación limitada de dicha capacidad negocial”32.

Se indica por ejemplo que la tutela que supone la representación tiene
lugar en caso de retrasos mentales graves, demencias o trastornos
orgánicos severos; la curatela como complemento de la capacidad
donde se mantiene la iniciativa del acto procede por ejemplo en casos
de trastornos psicóticos bien controlados, retraso mental leve, trastor-
nos de la personalidad o del control de impulsos, trastornos de la per-
cepción, entre otros33.

El sometimiento a un régimen de incapacitación absoluta es una grave
consecuencia jurídica desde el punto de vista de la capacidad de obrar y
del autogobierno, que sólo se justifica ante la existencia comprobada
judicialmente de un defecto intelectual grave, habitual y actual. Desde
el punto de vista práctico, la incapacitación absoluta se traduce en la
pérdida: de la libertad del afectado (autogobierno)34, de la administra-
ción de su patrimonio y de la posibilidad de realizar actos jurídicos por
su sola voluntad. Consecuencias que deben tenerse presentes para medir
la gravedad y trascendencia de lo que está en juego.

3. PROCEDIMIENTO

El procedimiento de interdicción judicial35 y de inhabilitación judicial36

presenta la misma tramitación a tenor del artículo 733 del Código de

32 Juzgado Superior Segundo en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, Bancario y de Protección
del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Táchira, Sent. 3-4-08,
Exp. Nº 5751, http://jca.tsj.gov.ve/decisiones/2008/abril/1321-3-5751-02.html
33 Gómez-Jarabo García, Gregorio y otros: Valoración de la capacidad de obrar: el control
de los impulsos. Investigación en Salud. México, Centro Universitario de Ciencias de la
Salud, Universidad de Guadalajara, Vol. VI, N° 1, abril 2004, pp. 35-42, http://
redalyc.uaemex.mx/redalyc/pdf/142/14260107.pdf
34 Véase: Martínez de Aguirre Aldaz y otros, Ob. Cit. , p. 426, el carácter excepcional de la
incapacitación, limitada a la declarada por sentencia y en virtud de las causas previstas por la
ley, enlaza con los principios constitucionales de dignidad, pues la incapacitación no deja de
ser una restricción a la libertad (Destacado nuestro).
35 Véase sobre éste: De Freitas De Gouveia, Ob. Cit. , pp. 385-417; Jaimes, Ob. Cit. , pp. 81-
115; Domínguez Guillén, Ob. Cit. , pp. 287-343.
36 Véase: Domínguez Guillén, Ob. Cit. , pp. 343-380.
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Procedimiento Civil. Dicho procedimiento cuenta con una fase suma-
ria o abreviada y otra plenaria que sigue por el curso del procedimien-
to ordinario37. En la primera fase se precisan varios requisitos
concurrentes, a saber: notificar al Fiscal del Ministerio Público38, en-
trevistar al presunto incapaz y a cuatro de sus familiares o, en su de-
fecto, amigos, y ordenar –de ser el caso– la respectiva experticia
médico-psiquiátrica39. Ello se deriva de los artículos 396, primer apar-
te CC y 733 del CPC. Sin embargo, se pueden precisar varias diferen-
cias entre uno y otro procedimiento:

En el procedimiento de incapacitación absoluta o interdicción judicial,
al final del sumario se decreta –de seguir el procedimiento– la inter-
dicción provisional40. Por su parte, en la incapacitación relativa o in-
habilitación judicial no procede la inhabilitación provisional al final del
sumario41. Aunque en ambos procedimientos al concluir la fase suma-

37 Véase: Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y Tránsito de la
Circunscripción Judicial del Estado Mérida, Sent. 5-6-06, http://jca.tsj.gov.ve/decisiones/
2006/junio/962-5-8251-.html “El procedimiento en el caso tanto de la interdicción como de la
inhabilitación presenta dos fases, una denominada averiguación sumaria sobre los hechos
imputados y la otra conocida por la doctrina como plenaria”.
38 Véase arts. 130 y 131, ord. 1 Código de Procedimiento Civil (CPC).
39 Véase: Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Bancario, del Tránsito y de Protección
del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Aragua Sent. 5-4-06,
Exp. Nº 15.777 http://lara.tsj.gov.ve/decisiones/2006/abril/199-5-15.777-.html la norma es
clara al señalar que deberá ser examinado por lo menos por dos facultativos que concluyan
que el sujeto de derecho presenta una incapacidad. Así mismo, se evidenció de las actas
procesales que el Juez no interrogó a los cuatro parientes o amigos del inhabilitado, sólo
realizó interrogatorio a la persona de la cual se trata la inhabilitación; sin embargo, este
interrogatorio no expresa con claridad cuáles son las preguntas y cuáles son las respuestas,
y éstas deben aparecer en el acta que se levanta con toda claridad; todos estos requisitos
deben cumplirse a cabalidad para luego decretar la inhabilitación porque el incumplimiento
de alguno de ellos da como consecuencia la nulidad relativa del procedimiento, quiere decir
que estos requisitos son recurrentes, todos deben darse al mismo tiempo y cumplirse a
cabalidad para que surtan los efectos jurídicos que en este caso en particular sería la
inhabilitación sometida a consulta.
40 Véase artículos 396, último ap CC 734 CPC.
41 Véase: Juzgado Superior Segundo en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, Bancario y de
Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Táchira,
Sent. 3-4-08, Exp. Nº 5751, http://jca.tsj.gov.ve/decisiones/2008/abril/1321-3-5751-02.html
“la interdicción judicial presupone un juicio con dos fases, en el cual se pasa del sumario al
plenario por un decreto de interdicción provisional, mientras que el juicio de inhabilitación
tiene también dos fases, pero al final del sumario no puede decretarse la inhabilitación
provisional”.
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ria, de continuar el proceso, se abre a pruebas por el juicio ordinario42.
No existe pues en el curso del proceso de incapacitación relativa la
posibilidad de dictar inhabilitación provisional43. Así lo dispone expre-
samente el Código Adjetivo que también prohíbe dictar la inhabilita-
ción si el proceso inicial fue de interdicción, pero iniciado de oficio44.
Prevé el artículo 740 del CPC:

42 Véase en este sentido: AMCSFM2, Sent. 1-7-96, J.R.G., T. 139, pp. 67 y 68: Tanto para
los juicios de interdicción como de inhabilitación existen dos fases, una sumaria y otra
plenaria, con la diferencia de que en la interdicción, decretada la interdicción provisional, una
vez concluida la fase sumaria, el juicio queda abierto a pruebas por la vía ordinaria; y con la
inhabilitación, al concluirse la fase sumaria, no se decretará la inhabilitación provisional, pero
sí se abre el juicio a pruebas por la vía del juicio ordinario.
43 Véase: Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y Agrario de la Circunscripción
Judicial del Estado Táchira, Sent. 25-5-07, Nº 7093-2007, http://lara.tsj.gov.ve/decisiones/
2007/mayo/1331-25-7093-.html “la diferencia que existe entre la interdicción y la inhabilita-
ción (sistema de protección de incapaces que padecen defectos intelectuales de menor grave-
dad que la demencia), ya que en aquélla puede nombrarse un tutor provisional; en cambio en
esta, tal posibilidad no es contemplada por el legislador”; Juzgado Segundo de Primera
Instancia en lo Civil, Mercantil y Bancario de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo,
Sent. 1-7-08, Exp. N° 51.069, http://carabobo.tsj.gov.ve/decisiones/2008/julio/722-1-51.069-
51.069.html “cuando se trata de un procedimiento de Interdicción Civil, luego de la fase
sumaria o de investigación procede el decreto de la interdicción provisional con el nombra-
miento de un tutor interino, mientras que en la Inhabilitación Civil, como quiera que la
debilidad mental no es tan grave, no procede la declaratoria de la inhabilitación provisional
por disposición expresa del artículo 740 del Código de Procedimiento Civil”.
44 Véase: Tribunal de Protección del Niño y del Adolescente, con sede en la ciudad de San
Fernando de Apure, Juez Unipersonal Nª 01, Sent. 26-7-04, Exp. N° 10.573, http://
apure.tsj.gov.ve/decisiones/2004/julio/443-26-10.573-.html “En cuanto al procedimiento: La
interdicción judicial presupone un juicio con dos fases, en la cual se pasa del sumario al
plenario por un decreto de Interdicción Provisional. El juicio de Inhabilitación también tiene
dos fases, pero al final del sumario NO PUEDE DECRETARSE LA INHABILITACIÓN
PROVISIONAL, TAL COMO SE OBSERVA EN EL EXPEDIENTE Nº 03-11.711, DON-
DE ERRÓNEAMENTE FUE DECRETADA EN FORMA PROVISIONAL LA INHABI-
LITACIÓN DEL CIUDADANO..., PROHIBICIÓN ÉSTA ESTABLECIDA EN EL
ARTÍCULO 740 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL, AL SEÑALAR”: ...“Las
facultades conferidas al juez que conoce en primera instancia en los juicios de interdicción de
variar la acción cuando no encontrare méritos suficientes para decretar la interdicción, es en la
Sentencia definitiva (en el plenario,) más nunca al concluir el sumario, ya que la inhabilitación
se trata de una perturbación mental menos grave. En Venezuela, el propio texto legal impide
al Juez, de oficio, variar la acción de interdicción y en su lugar dictar la inhabilitación.
Solamente cuando la interdicción ha sido tramitada a instancia de parte, podrá el magistrado
decretar la inhabilitación si halla motivos que la tipifiquen, si no ha encontrado méritos
suficientes para acordar la interdicción. El Código de Procedimiento Civil es claro en su
artículo 737 al señalar que declarada sin lugar la interdicción, ello no impide abrir de nuevo el
procedimiento si se presentan nuevos hechos, es decir, abre una nueva oportunidad para
intentar la misma acción cuando la anterior ha sido declarada sin lugar. (Cosa juzgada formal).
Y ASÍ SE DECIDE”. (Destacado original).
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En la inhabilitación se seguirá el mismo procedimiento que para
la interdicción, salvo que, no podrá procederse de oficio ni po-
drá decretarse interdicción provisional. Cuando el Juez no en-
contrare mérito suficiente para decretar la interdicción, en los
casos en que ésta fuere tramitada a instancia de parte, podrá
decretar la inhabilitación si a su juicio hubiere motivo para ello.

Vale observar que la citada norma del artículo 740 del Código de Proce-
dimiento Civil prevé la posibilidad de dictar la inhabilitación al final del
procedimiento de interdicción si el mismo no fue iniciado de oficio. Ello
porque la intensidad de la afección mental puede no ser grave y no
obstante el sujeto precise protección; el Legislador consideró que la
incapacitación relativa no justifica una actuación oficiosa del Juzgador45.
Cabe concluir también que iniciado un procedimiento de inhabilitación
por afección mental (no por prodigalidad) el Juzgador igualmente podría
decretar la incapacitación absoluta o interdicción46, toda vez que ésta
procede de oficio. La intensidad de la afección o enfermedad mental
determinará si se está en presencia de un pronunciamiento de interdic-
ción o de inhabilitación47.

45 Véase infra N° 4.1.
46 Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y Bancario de la Circunscrip-
ción Judicial del Estado Carabobo, Sent. 1-7-08, Exp. N° 51.069, http://carabobo.tsj.gov.ve/
decisiones/2008/julio/722-1-51.069-51.069.html “El artículo 740 del Código de Procedimiento
Civil consagra la posibilidad de que si luego de adelantado todo el trámite del procedimiento
de interdicción civil, al momento de fallar el juzgador aprecia que el defecto intelectual no es
tan grave, puede en lugar de declarar la Interdicción Civil, declarar la inhabilitación civil. Como
lo apunta la Dra. María Candelaria Domínguez Guillén, en su obra Ensayos sobre Capacidad
y otros temas de Derecho Civil, si se han realizado todos los trámites procesales (tanto de la
fase sumaria como de la fase plenaria), con mayor razón también es posible que se inicie un
procedimiento de Inhabilitación Civil por defecto intelectual leve y el juez considere insu-
ficiente para la protección de la persona un régimen de asistencia y, en consecuencia, decrete
la Interdicción Civil. Para la resolución de la presente causa estas conclusiones pueden tener
trascendental importancia”.
47 Véase: Juzgado Cuarto de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la
Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, Sent. 28-3-08, Exp. 05-3377,
http://jca.tsj.gov.ve/decisiones/2008/marzo/2119-28-05-3377-.html; Juzgado Cuarto de Pri-
mera Instancia en lo Civil Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Área
Metropolitana de Caracas, Sent. 17-1-07, Exp. 06-3684, http://lara.tsj.gov.ve/decisiones/
2007/enero/2119-17-06-3684-.html; Juzgado Cuarto de Primera Instancia en lo Civil, Mer-
cantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, Sent.
26-10-06, Exp. 03/1546, http://lara.tsj.gov.ve/decisiones/2006/octubre/2119-26-03-1546-.html
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De tal suerte que la función del sumario en el procedimiento de inha-
bilitación se limita a filtrar la solicitud, a fin de desestimarla de no
derivarse elementos suficientes o de pasar al plenario en caso contra-
rio. Sin embargo, pensamos que no obstante la ausencia de inhabilita-
ción provisional, sería procesalmente procedente de llenarse los
extremos de ley, la posibilidad de dictar alguna medida preventiva so-
bre determinado bien del presunto incapaz relativo, como sería el caso
de la prohibición de enajenar y grabar, a fin de salvaguardar sus inte-
reses patrimoniales, considerando el tiempo que puede mediar hasta
la sentencia definitiva48.

Es de indicar que la experticia médico-psiquiátrica constituye a nuestro
criterio la prueba por excelencia en el procedimiento de incapacitación
cuando la causa que le da origen es la afección mental o intelectual49,
pues los expertos son los profesionales idóneos para acreditar tal cir-

48 Domínguez Guillén, Ob. Cit. , pp. 373 y 374. Véase: CSJ/Cas, Sent. 1-6-86, J.R.G., T. 82,
p. 603, la sentencia aun cuando hace una referencia circunstancial admite dicha posibilidad, al
indicar: “…si en el juicio se ha dictado una medida preventiva sobre sus bienes con el objeto
de evitar la disposición”.
49 Juzgado Cuarto de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circuns-
cripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, Sent. 28-3-08, Exp. N° 05-3377, http:/
/jca.tsj.gov.ve/decisiones/2008/marzo/2119-28-05-3377-.html; Juzgado Cuarto de Primera
Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Área Metro-
politana de Caracas, Sent. 17-1-07, Exp. N° 0 06-3684, http://lara.tsj.gov.ve/decisiones/
2007/enero/2119-17-06-3684-.html; Juzgado Cuarto de Primera Instancia en lo Civil, Mer-
cantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, Sent.
26-10-06, Exp. N° 03/1546, http://lara.tsj.gov.ve/decisiones/2006/octubre/2119-26-03-1546-
.html. Véase también: Juzgado Tercero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del
Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida, Sent. 21-1-08, http://apure.tsj.gov.ve/
decisiones/2008/enero/1553-24-26881-878.html; Tribunal Tercero de Primera Instancia en lo
Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda con sede en
Ocumare del Tuy, Sent. 7-5-08, Exp. N° 1176-07, http://miranda.tsj.gov.ve/decisiones/2008/
mayo/1013-7-1176-07-.html; Juzgado Tercero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y
del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida, Sent. 21-4-08, http://
lara.tsj.gov.ve/decisiones/2008/abril/1553-21-1300-1033.html
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cunstancia50. La entrevista con el presunto incapaz, sin bien constituye
un requisito de ley, no debería desvirtuar el dictamen de los expertos
porque pueden existir personas en apariencia sanas a nivel mental que
simplemente actúan en un intervalo de lucidez, el cual es expresamente
descartado por nuestro legislador, en el art. 393 CC como elemento
para desvirtuar la interdicción judicial. El Juez, pues, no tiene la pericia,
esto es, el conocimiento técnico o profesional para derivar la existencia
o no de una afección intelectual mediante una simple entrevista51. Difí-
cilmente el Juzgador podrá rechazar un dictamen médico que acredite
una afección mental grave que haga al sujeto incapaz de proveer a sus
propios intereses52.

Ahora bien, en razón de que la prodigalidad no constituye una afección
mental sino una conducta desarreglada que se evidencia a través de la
prueba de los gastos desproporcionados, injustificados y habituales, vale
concluir en el juicio de incapacitación relativa donde se alegue dicha

50 Domínguez Guillén, Ob. Cit. , p. 304. Véase también: Juzgado Provisional Superior Terce-
ro Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado
Miranda, Sent. 17-1-92, Jurisprudencia Oscar Pierre Tapia - Jurisprudencia de los Tribunales
de Última Instancia, Año III, Tomo Nº 01 Enero 1992, pp. 121-122, No hay duda alguna que
el examen psiquiátrico es el elemento fundamental decisivo de valoración para formar criterio
cierto y veraz acerca de la capacidad intelectual del sujeto sometido al proceso de interdic-
ción; Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la
Circunscripción Judicial del Estado Miranda, Sent. 18-5-05, Exp. 24.630. http://
miranda.tsj.gov.ve/decisiones/2005/mayo/101-18-24.630-.html el artículo 393 del Código Civil
que exige que el defecto sea grave y habitual. En consecuencia, no basta con una simple
anomalía de la mente, sino que aquélla le impida valerse por sí mismo, cuya gravedad sólo
pueda ser determinada por el experto psiquiátrico, toda vez que constituye un aspecto que
escapa de la noción jurídica; Juzgado Quinto de Primera Instancia en lo Civil Mercantil y del
Tránsito de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, Sent. 15-2-07,
Exp. Nº 05-1769, http://falcon.tsj.gov.ve/decisiones/2007/febrero/2120-15-05-1769-.html,
“Estimándose que la prueba médica es vital y la más importante a los fines de verificar si una
persona manifiesta un defecto intelectual grave, por cuanto sólo los médicos o expertos en el
área tienen los conocimientos necesarios para constatar la afección mental de un individuo”
51 Entrevista no obstante estrictamente necesaria, y que debe reflejarse con las correspon-
dientes preguntas y respuestas en un acta del expediente a tenor del art. 738 CPC.
52 Domínguez Guillén, Ob. Cit. , p. 315; Tribunal Tercero de Primera de Primera Instancia en
lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, Sent. 11-
4-07, Exp. 718-06, http://miranda.tsj.gov.ve/decisiones/2007/abril/1013-11-718-06-.html.
Véase, sin embargo, Ramos Chaparro, Ob. Cit. , p. 348, indica que hay un intento de poner
correctivos jurídicos a la caracterización estrictamente psicopatológica de la finalidad de
obrar con la finalidad de privar a los profesionales de la medicina de tener la última palabra.
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causa, no es pertinente la experticia médica53. No puede pretenderse
probada la dilapidación con base a un informe médico54.

De seguidas nos referiremos a la legitimación aunque pudiera conside-
rarse incluido en el procedimiento.

4. LEGITIMACIÓN

4.1 ACTIVA

La legitimación activa alude a los sujetos que pueden instar o iniciar el
procedimiento de incapacitación. En el procedimiento de interdicción
éstos son los indicados en el artículo 395 del CC, a saber, el cónyuge (o
el concubino)55, los parientes (dentro del cuarto grado de consanguini-
dad y segundo de afinidad), el Síndico Procurador Municipal o el Fiscal
del Ministerio Público, cualquier persona con interés jurídico (lo que
excluye relaciones como la amistad, el amor o el agradecimiento), el
Juez de oficio56. A ello debe agregarse en nuestro criterio el mismo
enfermo mental por ser el principal interesado en su propia protección y
en razón de que dicho régimen de protección existe exclusivamente por
y para él57. El carácter taxativo de la enumeración simplemente preten-
de evitar que terceros sin interés jurídico puedan instar un procedimien-
to tan grave desde el punto de vista de sus efectos.

Por su parte, en el procedimiento de inhabilitación se mantiene la citada
legitimación activa, pero el Juez no puede proceder de oficio a tenor del

53 Domínguez Guillén, Ob. Cit. , p. 361, “De nada servirá un dictamen médico que indique una
manía compulsiva de gastar si no se acreditan los gastos, como tampoco vale un examen que
indique un estado de sanidad mental absoluto, si en efecto existen gastos cuantiosos; son
estos últimos, lo que objetivamente, prueban la prodigalidad”
54 Véase: Cobo Plana, Ob. Cit. , p. 68, cita sentencia de la Audiencia Provincial de Palencia de
26 de julio de 1993 (Actualidad Civil, a 1440/1993).
55 En el sentido de la sentencia 1682 del 15-7-05 de la Sala Constitucional del Máximo
Tribunal, siempre que medie decisión judicial que declare dicha situación de hecho. Por
nuestra parte, lo incluimos inicialmente dentro de “cualquier persona que le interese” (véase:
Domínguez Guillén, Ob. Cit. , p. 299).
56 Véase: Domínguez Guillén, Ob. Cit. , pp. 296-300; De Freitas De Gouveia, Ob. Cit. , pp.
403-407.
57 Véase: Domínguez Guillén, Ob. Cit. , pp. 422-427.
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artículo 740 del CPC58. El Legislador consideró que la ausencia de gra-
vedad de la causa en la incapacitación relativa no justifica una actua-
ción oficiosa del Juzgador, no obstante mantenerse el sentido de orden
público que se evidencia a través de la legitimación activa del Fiscal del
Ministerio Público o del Síndico Procurador Municipal, por aplicación
de los artículos 395 CC y 130 del CPC59.

4.2 PASIVA

La legitimación pasiva se refiere a los sujetos que pueden ser declara-
dos incapacitados absolutos o relativos. En cuanto a la interdicción judi-
cial, a tenor de los artículos 393 y 394 CC, vale citar: al mayor de edad,
al menor emancipado y al menor en el último año de su minoridad. El
emancipado se justifica dado el carácter definitivo e irreversible de la
emancipación, y que ésta supone un aumento sustancial de la capacidad
de obrar, amén del autogobierno; consecuencias o efectos que resultan
extensos de mediar un defecto intelectual grave. El supuesto del último
año de la minoridad constituye una forma efectiva de adelantar un pro-
cedimiento que puede proyectarse en el tiempo, pero que aun cuando se
admita que los efectos del régimen comiencen en la mayoridad, de de-
clararse la incapacidad absoluta antes de tal edad, el menor, dada su
falta de discernimiento, no podrá realizar actos para los cuales la ley le
concede capacidad plena o limitada60.

La legitimación pasiva en la inhabilitación abarca simplemente a los
mayores de edad. No se precisan mayores distinciones al respecto61.

58 Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y Bancario de la Circunscrip-
ción Judicial del Estado Carabobo, Sent. 1-7-08, Exp. N° 51.069, http://carabobo.tsj.gov.ve/
decisiones/2008/julio/722-1-51.069-51.069.html se aplicará el mismo procedimiento de la
interdicción civil, pero no podrá procederse de oficio; Juzgado Superior Civil, Mercantil, del
Tránsito y de Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado
Barinas, Sent. 7-2-08, Exp. N° 08-2800-C.P, http://barinas.tsj.gov.ve/decisiones/2008/febre-
ro/799-7-07-2800-C.P.-.html “Las diferencias entre la interdicción y la inhabilitación son,
entre otras, que la primera puede promoverse de oficio; la inhabilitación no: Juzgado Superior
en lo Civil, Mercantil, del Tránsito del Trabajo y de Protección del Niño y del Adolescente de
la Circunscripción Judicial del Estado Apure, Sent. 26-10-04, Exp, Nº 2732, http://
apure.tsj.gov.ve/decisiones/2004/octubre/444-26-2732-2732.html
59 Domínguez Guillén, Ob. Cit. , pp. 370 y 371.
60 Ibíd., pp. 295 y 296; De Freitas De Gouveia, Ob. Cit. , pp. 402 y 403.
61 Domínguez Guillén, Ob. Cit. , p. 370, “Podrán ser declarados inhabilitados simplemente
los mayores de edad, pues excluimos en este caso a los menores emancipados por estar
protegidos por un régimen similar y a los menores en el último año de su minoridad, por
encontrarse dentro de un régimen de representación; y en definitiva, no media una causa tan
grave que amerite tal anticipación”.
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62 Sobre la noción de capacidad, véase: De Freitas De Gouveia, Edilia: La noción de capacidad
en la doctrina jurídica venezolana. En: Estudios de Derecho Civil. Libro Homenaje a José
Luis Aguilar Gorrondona. Colección Libros Homenaje N° 5. Fernando Parra Aranguren,
Editor, Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 2002, Vol. I, pp. 319-345; Domínguez Guillén,
Ob. Cit. , pp. 30-43.
63 En las tres vertientes de la capacidad de obrar: negocial, procesal y delictual. Sobre esta
última, véase infra N° 8.
64 Excluimos de la definición la capacidad delictual porque el inhabilitado conserva el discer-
nimiento y por ende su capacidad delictual.
65 Véase: Juzgado Superior Civil, Mercantil, del Tránsito y de Protección del Niño y del
Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Barinas, Sent. 7-2-08, Exp. N° 08-
2800-C.P, http://barinas.tsj.gov.ve/decisiones/2008/febrero/799-7-07-2800-C.P.-.html “Las
diferencias entre la interdicción y la inhabilitación, son entre otras que la primera puede
promoverse de oficio, la inhabilitación no, la interdicción hace cesar en forma absoluta la
capacidad de obrar del entredicho, mientras que en la inhabilitación queda restringida sólo
respecto de los actos que el juez determine en la sentencia, tomando para decidir el grado de
incapacidad del indiciado”.

5. CAPACIDAD DE OBRAR

En cuanto a la capacidad de obrar o posibilidad de realizar actos jurídi-
cos por voluntad propia62, vale decir que respecto del entredicho judicial
se produce una privación de la misma63, en tanto que el inhabilitado
sufre una limitación o restricción de la capacidad negocial y proce-
sal64. Así pues, privación y limitación, de la capacidad de obrar, distin-
guen la interdicción y la inhabilitación, respectivamente65.

Significa que el entredicho judicial, dada su falta de discernimiento, no
podrá realizar por su voluntad actos jurídicos negociales o procesales.
Su incapacidad absoluta será subsanada a través de la representación
legal del tutor, quien se sustituye en la realización de los actos que no
sean personales.

Por su parte, el inhabilitado no queda privado de su capacidad de obrar,
sino únicamente limitado o restringido en su capacidad negocial y pro-
cesal, porque requerirá asistencia del curador en tales ámbitos. La ca-
pacidad es limitada, porque la asistencia implica una actuación simultánea
o conjunta, pero adicionalmente, el incapaz relativo mantiene la iniciati-
va del acto. La asistencia que precisa el inhabilitado abarca general-
mente el ámbito negocial patrimonial según se aprecia de los actos
indicados en el artículo 409 del CC; tal asistencia del curador se precisa
en principio para actos de disposición, aunque excepcionalmente el Juez
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66 De conformidad con el art 409 CC, el Juez pudiera según el caso, extender la asistencia
inclusive a actos de simple administración. No obstante, la regla es que se precisa en principio
la asistencia del curador para actos que excedan de la simple administración o de disposición,
esto es, actos que pongan en riesgo el patrimonio, como los citados en la norma. Considera-
mos que si la sentencia no hace distinción al respecto, debe considerarse que la asistencia sólo
se precisa para actos de disposición; la extensión a actos de simple administración requiere
pronunciamiento expreso en atención a las particularidades del caso concreto. Véase:
Domínguez Guillén, Ob. Cit. , p. 377.
67 Véase infra N° 8.
68 Véase infra N° 7.
69 Juzgado Superior Civil, Mercantil, del Tránsito y de Protección del Niño y del Adolescente
de la Circunscripción Judicial del Estado Barinas, Sent. 7-2-08, Exp. N° 08-2800-C.P, http:/
/barinas.tsj.gov.ve/decisiones/2008/febrero/799-7-07-2800-C.P.-.html
70 Véase: Ghirardi, Ob. Cit. , p. 295, “No se ha previsto legalmente, ni en los códigos de forma
ni en el fondo, y lo juzgamos una omisión lamentable, la actitud que debe tomarse frente al
curador que niegue injustificadamente su consenso a la realización de algún acto. En tal caso,
al igual que en todas las cuestiones suscitadas entre inhabilitado y curador por divergencia de
opiniones con relación a la conveniencia o no de la realización de algunos negocios, estimamos
que el inhabilitado podría recurrir a la autoridad judicial, a fin de que ésta extendiera, si lo
considerara procedente, la autorización supletoria que se solicitase”.

podría extenderla inclusive para actos de “simple administración” (esto
último precisaría de indicación expresa en atención a las circunstan-
cias) 66. A nivel procesal, el incapaz relativo precisa asistencia para “es-
tar en juicio” por lo que debe excluirse de tal exigencia la jurisdicción
voluntaria. Lo cual es corroborado con la exigencia expresa de asisten-
cia no sólo para actuar en juicio sino para actos de jurisdicción volunta-
ria que la ley le impone al menor emancipado en el art. 383 del CC. El
inhabilitado conserva su discernimiento o no lo ve afectado sustancial-
mente67, y por ende tiene la posibilidad de realizar actos personalísi-
mos68 y conserva su capacidad delictual. La interdicción hace cesar en
forma absoluta la capacidad de obrar del entredicho, mientras que en la
inhabilitación queda restringida69.

Es de observar que el inhabilitado conserva la iniciativa o poder de de-
cisión respecto a la realización del acto, pero de decidir efectuarlo pre-
cisa del curador. La negativa del respectivo curador del inhabilitado a
prestar la debida asistencia en la realización de un acto no está prevista
en la ley, pero creemos que tal situación debe serle planteada al Juez
quien, en forma sumaria, decidirá lo conducente. El Juzgador podría
considerar según el caso, suplir tal asistencia mediante autorización ju-
dicial70; ésta permitiría someter a la consideración del Juez el respecti-
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vo acto previamente a su realización (en forma semejante la autoriza-
ción judicial del menor emancipado prevista en el artículo 383 del CC)71.
Así mismo, también podría el Juzgador, según el caso, si lo considera
pertinente, nombrar un curador ad hoc (para el caso concreto) o final-
mente a petición del inhabilitado podría proceder al nombramiento de
otro curador permanente.

Así pues, la privación y la limitación de la capacidad de obrar se sub-
sana en la interdicción y en la inhabilitación, mediante la debida repre-
sentación y asistencia, todo respectivamente. A la distinción entre
ambas figuras que permiten subsanar la incapacidad nos referiremos
con mayor detalle72. La incapacidad negocial y procesal debe ser sub-
sanada según el correspondiente régimen; en cuanto a la incapacidad
procesal, así lo dispone expresamente el artículo 137 del CPC y la
actuación del incapaz en el proceso sin la debida asistencia o repre-
sentación podrá generar la oposición de la respectiva cuestión previa
(356, ord. 2° CPC)73.

Se acota igualmente que los actos anteriores a la interdicción pueden
impugnarse de conformidad con el artículo 405 del CC pero tal posibili-
dad no está prevista respecto de la inhabilitación. “En definitiva, a dife-
rencia con lo que ocurre con la interdicción, no existe ninguna norma
que permita impugnar los actos anteriores a la inhabilitación”74.

La administración de la comunidad conyugal también se ve afectada
por la incapacitación absoluta y la incapacitación relativa, pues en cual-
quiera de los casos el cónyuge capaz de obrar ejercerá por sí solo tal

71 Pues la asistencia y la autorización tienen en común ser formas de subsanar la incapacidad
relativa; una es simultánea al acto y otra previa a éste.
72 Véase infra N° 9.
73 Véase: Juzgado de Primera Instancia del Tránsito y Agrario de la Circunscripción Judicial
del Estado Barinas, Sent. 3-3-06, Exp. N° 4.733-05, http://www.tsj.gov.ve/tsj_regiones/deci-
siones/2006/marzo/804-3-4733-283.html; Domínguez Guillén, Ob. Cit. , pp. 38-40.
74 Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito del Trabajo y de Protección del Niño
y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Apure, Sent. 26-10-04, Exp, Nº
2732, http://apure.tsj.gov.ve/decisiones/2004/octubre/444-26-2732-2732.html
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administración; en caso de incapacidad de ambos, el artículo 172 CC
dispone la forma de resolver tales supuestos75.

6. AUTOGOBIERNO

Existe una diferencia fundamental entre interdicción e inhabilitación
judicial en cuanto al gobierno de la persona, o el sometimiento a la
potestad de otro. Hemos reiterado que la incapacitación absoluta o
interdicción judicial precisa de una afección mental grave en tanto
que la incapacitación relativa o inhabilitación procede ante una afec-
ción mental leve o por prodigalidad. Ello revela que en la primera no
media en el sujeto discernimiento, a diferencia de la segunda, donde
éste sustancialmente se conserva, o al menos no se compromete la
comprensión básica del individuo.

Ello se refleja en el autogobierno o libre gobierno del sujeto, es decir, la
posibilidad de autodeterminación en la esfera personal, que no la tiene
quien formalmente carece de discernimiento en virtud de una incapaci-
tación absoluta (entredicho judicial) y que lo conserva el inhabilitado. El
entredicho judicial queda sometido a la potestad76 del tutor, es éste quien
cuidará de su persona, y en algunos casos desempeñará una función
semejante a la del cuidado del menor de edad, en lo atinente al atributo
de la “guarda”77. El inhabilitado conserva su autogobierno y no está
sometido a la potestad de nadie78, porque la causa que lo afecta no es
de tal magnitud como para someterlo a una consecuencia tan grave
desde el punto de vista de la libertad sustancial.

75 Indica la norma: “Cuando alguno de los cónyuges esté sometido a tutela o curatela, dejará
de ejercer la administración de los bienes comunes, y el otro administrará por sí solo. Para los
actos que requieren el consentimiento de ambos cónyuges, será necesaria la autorización del
Juez. En ningún caso el cónyuge administrador podrá realizar actos a título gratuito.
Si ambos cónyuges están sometidos a curatela, administrarán los bienes comunes en la
forma prevista en los artículos 168 y siguientes, pero de conformidad con el régimen de
protección a que están sometidos. Si uno de los cónyuges está sometido a tutela y el otro
a curatela, administrará este último en los términos de la disposición anterior. Cuando
ambos cónyuges estén sometidos a tutela, el Juez designará un curador especial, quien
ejercerá la administración de los bienes comunes; sin embargo, necesitará autorización del
Juez para los actos que requieran el consentimiento de ambos cónyuges y en ningún caso
podrá realizar actos a título gratuito”.
76 La potestad supone una facultad ejercida en interés de otro, en este caso del incapaz.
77 Denominada en la LOPNNA de 2007, respecto del menor “responsabilidad de crianza”.
Véase: Domínguez Guillén, Ob. Cit. , pp. 329 y 330.
78 Ibíd., p. 377.
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Así pues, el inhabilitado a diferencia del entredicho judicial que está
sometido a la potestad del tutor, no queda sometido a la potestad de
nadie, pues conserva su autogobierno79.

Vale decir que, cuando el régimen de que se trate (representación o
asistencia) “no sea suficiente para asegurarle al incapaz la protección
que necesita, porque además de la salvaguarda de sus intereses en la
realización de sus negocios jurídicos, requiera que se gobierne su perso-
na, la ley prevé, complementariamente, el sometimiento de esos sujetos
al gobierno y dirección de su persona por otra (sometimiento a la potes-
tad de otro). Es el caso de los menores no emancipados y de los entre-
dichos por defecto intelectual. Dicho lo que antecede, se precisa lo
siguiente: Si bien la ley presume que los mayores de edad tienen capa-
cidad negocial plena, general y uniforme, esa presunción puede ser des-
virtuada. Si el mayor de edad no se encuentra en el uso de sus facultades
mentales, la ley prevé que, constatada la situación, se incapacite al ma-
yor de edad en una medida mayor o menor, según el caso, y se le some-
ta a un régimen de incapaces e incluso a la potestad de otro, si fuere
necesario. En los casos más graves, la ley prevé la interdicción del su-
jeto con lo cual queda sometido a una incapacidad plena, general y uni-
forme, siendo el régimen correspondiente el de representación: la tutela
de entredichos por defecto intelectual y el gobierno de la persona del
entredicho por un tutor. En los casos menos graves, la ley prevé la inha-
bilitación del sujeto, lo que limita su capacidad negocial en una medida
variable, según los casos. El régimen correspondiente es entonces un
régimen de asistencia –la curatela de inhabilitados– pero el inhabilitado
no queda sometido a la potestad de nadie”80.

79 Véase: Juzgado Superior Segundo en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, Bancario y de
Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Táchira,
Sent. 3-4-08, Exp. Nº 5751, http://jca.tsj.gov.ve/decisiones/2008/abril/1321-3-5751-02.html
“la interdicción judicial deja al entredicho sometido a la potestad del tutor, sometiéndolo a un
régimen de representación (la tutela); mientras que la inhabilitación no priva al inhabilitado
del gobierno de su persona, quedando sometido a un régimen de asistencia”; Juzgado Superior
en lo Civil, Mercantil, del Tránsito del Trabajo y de Protección del Niño y del Adolescente de
la Circunscripción Judicial del Estado Apure, Sent. 26-10-04, Exp. Nº 2732, http://
apure.tsj.gov.ve/decisiones/2004/octubre/444-26-2732-2732.html - La inhabilitación no pri-
va del libre gobierno de la persona.
80 Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, del Tránsito y Bancario de la
Circunscripción Judicial del Estado Amazonas , Sent. 2-12-05, Exp. Nº 05-1426, http://
amazonas.tsj.gov.ve/decisiones/2005/diciembre/337-2-05-1426-.html
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7. ACTOS PERSONALÍSIMOS

La falta de discernimiento81 justifica la procedencia de un régimen de
representación del entredicho judicial, que ciertamente, como es natu-
ral, no abarca los actos personalísimos82, por precisar del poder de deci-
sión y de la voluntad del propio interesado. Significa que la representación
negocial y procesal estará dirigida generalmente a actos de contenido
patrimonial o no personal. Actos negociales personales como el recono-
cimiento voluntario de la filiación o el matrimonio están excluidos del
ámbito de actuación del entredicho, así como el ejercicio o la interposi-
ción de acciones personalísimas, las cuales no pueden ser intentadas a
través del tutor, tales como la acción de inquisición de la paternidad, de
desconocimiento, de divorcio83, etc.

Por su parte, el inhabilitado por no ver afectado sustancialmente su dis-
cernimiento puede realizar en principio por sí solo actos personalísimos,
tales como el reconocimiento filiatorio84, el matrimonio85 o testar86, salvo
que la ley precise expresamente en algún caso la asistencia, aunque ge-
neralmente ello ocurre en actos con algún matiz pecuniario87. Esto porque
los actos enumerados en el artículo 409 del CC, tienen un contenido neta-
mente patrimonial88. Sin embargo, dicha norma exige la asistencia del
curador para “estar en juicio”, por lo que cabría concluir que se precisa
la asistencia del curador en tal caso inclusive para acciones personales,
pero no para actos de jurisdicción voluntaria, dado el sentido de interpre-
tación estricta que debe inspirar las normas que imponen incapacidades
(en contraste con el artículo 383 CC relativo al menor emancipado que
extiende la asistencia a los actos de jurisdicción voluntaria)89.

81 Sobre éste, véase, infra N° 8.
82 Contrariamente, respecto de tales actos sí pudiera mediar la representación voluntaria, la
cual supone la capacidad de obrar. Así, por ejemplo, actos como el reconocimiento voluntario
de la filiación o matrimonio pueden tener lugar por vía de apoderado especial.
83 En particular a la imposibilidad del tutor de intentar acción de divorcio en nombre o
representación del entredicho, véase: Domínguez Guillén, Ob. Cit. , pp. 433-436.
84 Véase: Domínguez Guillén, María Candelaria: El reconocimiento voluntario de la filiación.
En: Revista de Derecho N° 23. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 2006, p. 67.
85 Domínguez Guillén, Ensayos..., p. 378.
86 Véase: art 837 CC.
87 Véase CC: arts 147, 1442, 1435, 999.
88 Véase: Ghirardi, Juan Carlos: Inhabilitación judicial. Argentina, edit. Astrea, 2ª edic., 1991,
p. 294, “... el inhabilitado puede realizar por sí solo cualquier acto extrapatrimonial, ejercer la
patria potestad y los derechos de familia”.
89 Véase supra N° 5.
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Es decir, en materia de interposición de acciones personalísimas tam-
poco procede la representación legal90, es decir, aquella que impone la
ley a los incapaces (pues la representación voluntaria supone la capa-
cidad), aun cuando el legislador puede establecer la capacidad limita-
da, esto es, la asistencia o autorización, no obstante mantenerse la
iniciativa del acto.

El sufragio o derecho al voto está igualmente sustraído del entredicho a
diferencia del inhabilitado91. El inhabilitado, podrá realizar por sí mismo
aquellos actos personalísimos que necesite cumplir92.

8. DISCERNIMIENTO

Paralelo a todo lo que hemos dicho, vale indicar que es precisamente la
noción de “discernimiento”, la que define o marca la distinción funda-
mental entre la incapacitación absoluta y la incapacitación relativa. Por
faltar el discernimiento en forma total es que se justifica la incapacita-
ción absoluta, y por conservarlo o al menos no verlo afectado sustan-
cialmente, es que existe la incapacitación relativa o incapacidad parcial93.
El discernimiento94 es la posibilidad de distinguir entre lo bueno y lo
malo, es comprender la trascendencia de ciertos actos o hechos; éste
falta enteramente en el entredicho judicial y lo conserva sustancialmen-
te el inhabilitado.

Esa diferencia en función del discernimiento se aprecia en múltiples
aspectos que distinguen la incapacitación absoluta de la relativa. El te-
ner discernimiento, no obstante estar incapacitado relativamente, per-

90 Si el entredicho es demandado a través de una acción personalísima como divorcio
(185, ord. 7° CC) o inquisición de la paternidad o la maternidad, su tutor o tutora
ejercerá la correspondiente representación, pero limitada a lo estrictamente necesaria
por lo que no podrían mediar actos de contenido personal como el reconocimiento o
admisión de hechos, etc.
91 Véase: 64 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y art. 85 de la Ley
Orgánica del Sufragio y Participación Política.
92 La Roche, Ob. Cit. , p. 228.
93 El pródigo no ve afectado en modo alguno su discernimiento; el débil de entendimiento por
su parte, conserva sustancialmente su discernimiento, pues su afección no es de tal gravedad
que llega a privarlo del mismo.
94 Véase: http://es.wikipedia.org/wiki/Discernimiento es el “juicio por cuyo medio”[ ]o “por
medio del cual percibimos y declaramos la diferencia que existe entre varias cosas”[. ] Implica
tener “criterio”.
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mite al inhabilitado conservar el autogobierno y realizar actos persona-
lísimos, marca sólo una limitación de la capacidad de obrar, conserva la
patria potestad y el domicilio voluntario, entre otros.

Ahora bien, vale reseñar cómo afecta el elemento discernimiento lo ati-
nente a la capacidad delictual o posibilidad de responder por hecho ilíci-
to95. Se indica que la interdicción judicial o incapacitación absoluta es la
privación de la capacidad de obrar, en toda su subclasificación, esto es,
negocial, procesal y delictual. Respecto de esta última, la sentencia de
interdicción simplemente tiene el efecto de crear una suerte de presun-
ción de incapacidad o falta de discernimiento inclusive en el ámbito de-
lictual, es decir, para responder por hecho ilícito. Pero ello no es óbice,
para que se puede desvirtuar ésta, probando que el incapaz actuó en un
intervalo de lucidez de conformidad con el art. 1186 CC, según el cual el
incapaz responde por su hecho ilícito, siempre que haya actuado con
discernimiento. La sentencia de interdicción funciona como una suerte
de presunción iuris tantum de carencia de discernimiento96.

Cabe observar, que a pesar del artículo 1187 CC97, no existe respecto
del tutor del entredicho judicial una presunción de culpa por el hecho
ilícito del incapaz, semejante a la consagrada en el artículo 1196 del CC
en materia de menores. Razón por la cual la doctrina acertadamente ha
indicado que a falta de presunción expresa que aligere la carga de la
prueba y ante la improcedencia de la analogía en materia excepcional
como las responsabilidades complejas, la responsabilidad del tutor por
el hecho ilícito del entredicho judicial tendría lugar por vía de la respon-
sabilidad civil general que implica la prueba de la culpa98.

Por su parte, el inhabilitado o afectado por una incapacitación relativa
conserva su capacidad delictual o responsabilidad por su propio hecho
ilícito, toda vez que hemos reiterado que el sujeto en tal caso no ve
afectado sustancialmente su discernimiento99.

95 Sobre la capacidad delictual, véase: Domínguez Guillén, Ensayos..., pp. 41 y 42.
96 Ibíd., pp. 332 y 333.
97 Que prevé la posibilidad del Juzgador de condenar al autor del daño a una indemnización
“equitativa”, si la víctima no ha podido obtener reparación de quien la tiene a su cuidado.
98 Véase: Binstock, Hanna: Responsabilidad por el Hecho Ilícito del Enfermo Mental. En:
Libro Homenaje a José Mélich Orsini. Caracas, Universidad Central de Venezuela, 1982, Vol.
I, pp. 187-212; Domínguez Guillén, Ob. Cit. , pp. 332 y 333, nota 247.
99 Ibíd., p. 377.
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9. RÉGIMEN

La diferencia entre incapacitación absoluta e incapacitación relativa,
resultante del grado o nivel de gravedad de la circunstancia que origina
cada una, se proyecta igualmente en el correspondiente régimen de pro-
tección. En la incapacitación absoluta o interdicción judicial el incapaz
es sometido a tutela que constituye un régimen de representación; en
tanto que en la incapacitación relativa o inhabilitación el incapaz es so-
metido a curatela que responde a un régimen de asistencia.

La representación implica actuar por otro, en tanto que la asistencia
supone actuar con el otro100. La incapacitación absoluta supone dada la
falta de discernimiento, la procedencia de la “representación” del tutor
que implica sustitución en la persona del incapaz o representado, el cual
no participa en el acto101. La representación en materia de incapaces
de obrar es la representación legal, que no depende de la voluntad del
representado, a diferencia de la representación voluntaria que supone la
capacidad102. En tanto que la incapacitación relativa propicia simple-
mente la “asistencia” o actuación conjunta o simultánea entre el cura-
dor y el inhabilitado, a la vez que éste conserva la iniciativa del acto, es
decir, el poder de decisión de realizar el acto de que se trate; pero si
decide realizarlo precisa de la intervención de su curador103. Tal distin-

100 Véase: Domínguez Guillén, María Candelaria: Reflexiones sobre la representación y la
asistencia de los incapaces. En: Revista de Derecho N° 11. Caracas, Tribunal Supremo de
Justicia, 2004, pp. 273-282.
101 El representante legal pueda realizar actos jurídicos en nombre del entredicho sin precisar
de su opinión o autorización.
102 Véase “representación legal y representación voluntaria” en: D’Antonio, Daniel Hugo:
Actividad jurídica de los menores de edad. Argentina, Rubienzal-Culzioni Editores, 3ª edic.,
2004, pp. 38-41. Indica siguiendo a Pugliatti que la representación legal nada tiene que ver con
la voluntad del representado, que en la representación convencional en cambio es necesaria
(ibíd., p. 39).
103 Véase Ibíd., pp. 273 y 274: “Si pudiéramos establecer en términos simples la diferencia
entre representación y asistencia, diríamos que representar es sustituirse, mientras que asistir
es acompañar; representar es actuar por otro, en tanto que asistir es actuar con el otro. Se
proyecta así la diferencia entre representación y asistencia particularmente interesante en el
ámbito de los regímenes de incapaces, pues es bien sabido que la incapacidad absoluta o plena
se subsana a través de la representación legal, en tanto, que la incapacidad relativa o parcial se
supera mediante la asistencia. La representación se presenta como la realización de actos
jurídicos en nombre del representado, siendo que los efectos jurídicos tantos activos como
pasivos de dicho acto recaen sobre este último. La asistencia por su parte supone una
actuación conjunta y simultánea con la del incapaz, de tal suerte que quien complementa la
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ción que parece sutil a nivel jurídico, supone una diferencia sustancial
entre el entredicho judicial y el inhabilitado, que hace lucir a éste último
como “parcialmente capaz” cuando se le compara con el incapaz abso-
luto desde el punto de vista de sus posibilidades de actuación104. De allí
que algunos aludan a “semicapacidad”, según la relevancia que el or-
denamiento atribuya al autogobierno105. Por eso se indica respecto al
inhabilitado que “no cabe duda alguna de que éste es básicamente ca-
paz, aunque su aptitud para obrar se vea restringida en algunos casos,
necesitando en ellos de la concurrencia de un asistente que contribuye a
integrar su voluntad jurídica”106.

El ordenamiento jurídico prevé regímenes que le permiten a los incapa-
ces de obrar realizar actos válidos, a saber: el régimen de representa-
ción, en los que una persona distinta del incapaz lo sustituye, y el régimen
de asistencia y autorización, en el cual la persona que interviene no
sustituye al incapaz en la celebración de sus negocios jurídicos107. La
autorización supone la aprobación previa al acto; puede ser judicial o
de otra persona o ente como el representante, curador, u organismo de
protección, según lo disponga la ley.

Así pues, la interdicción judicial supone un régimen de representación
o sustitución que se traduce en la TUTELA, mientras que la inhabilita-
ción apareja un régimen de asistencia o actuación conjunta que es la
CURATELA.

capacidad del éste no se sustituye en el acto sino que lo acompaña en la realización del mismo.
Se distingue igualmente la asistencia de la autorización, la cual supone la aprobación previa a
la realización del acto. La representación implica sustitución o subrogación en tanto que la
asistencia supone actuación conjunta o integración.
La representación supone una incapacidad absoluta, en tanto que la asistencia una incapaci-
dad relativa o parcial; en el caso de los adultos, en el primer supuesto la persona queda
sometida a tutela, en tanto que en el segundo supuesto nos referimos a curatela”.
104 Pudiera decirse que comparado con el entredicho, el inhabilitado presenta grandes posibi-
lidades de actuación en la esfera personal (que la mantiene plenamente) y de la capacidad de
obrar (que sólo la ve limitada).
105 Véase: Ramos Chaparro, Ob. Cit. , p. 457; Gómez-Jarabo García, Gregorio y otros:
Valoración de la capacidad de obrar: el control de los impulsos. Investigación en Salud.
México, Centro Universitario de Ciencias de la Salud, Universidad de Guadalajara, Vol. VI,
N° 1, abril 2004, pp. 35-42, http://redalyc.uaemex.mx/redalyc/pdf/142/14260107.pdf, alu-
den a semicapacidad o a “hipocapacidad”.
106 Ghirardi, Ob. Cit. , p. 293.
107 Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, del Tránsito y Bancario de la
Circunscripción Judicial del Estado Amazonas , Sent. 2-12-05, Exp. Nº 05-1426, http://
amazonas.tsj.gov.ve/decisiones/2005/diciembre/337-2-05-1426-.html
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Adicionalmente, en cuanto a los atributos que desempeña el tutor
respecto al entredicho judicial, cabe indicar –en forma similar a lo que
acontece respecto de los menores– que ejerce en principio la repre-
sentación, la administración de sus bienes108 y también en el ámbito
personal una suerte de “guarda”109 porque se asume la protección y
cuidado del individuo, que en algunos supuestos incluirá ciertas potes-
tades educación110. Mientras, que en la curatela, por tener el inhabili-
tado el autogobierno, no media protección alguna del curador respecto
de la persona del inhabilitado; no se tiene la administración o gestión
del patrimonio del incapaz, ni tampoco la representación porque lo que
opera es la asistencia (en el ámbito negocial patrimonial y procesal
contencioso). Se aprecia así, una participación si se quiere poco ac-
tiva del curador, reducida a la asistencia en principio para actos ne-
gociales de disposición de contenido patrimonial  (salvo que
excepcionalmente el Juez la extienda inclusive a los actos de simple
administración) o procesales, bajo la iniciativa del inhabilitado111, a
diferencia de la dinámica del régimen de la interdicción judicial. Tal
vez tal distinción es lo que podría influir en la mayor incidencia prácti-
ca que pareciera presentar la interdicción judicial sobre la figura de la
inhabilitación112. A su vez, dentro de esta última la incidencia de la
prodigalidad se presenta aun notablemente más escasa que la debili-
dad de entendimiento113. Señalamos que aunque sea una simple conje-
tura, posiblemente la escasa incidencia de la incapacitación relativa
tenga que ver precisamente con que el curador no administra los bie-
nes, ni tiene posibilidad de remuneración, lo que lamentablemente haría

108 Puede acontecer que los atributos de representación y administración no los detente
excepcionalmente el tutor y se le asigne a otra persona (caso de que el tutor no sepa leer y
escribir, se nombra un curador especial, en caso de oposición de intereses le corresponde al
protutor, si el donante nombra un curador especial, indignidad para suceder, etc.).
109 Que en la terminología de la Ley Orgánica para la Protección de Niños, Niñas y Adolescen-
tes (LOPNNA) de 2007 se ha cambiado tal denominación a “responsabilidad de crianza”,
respecto de los menores. Véase art. 401 CC.
110 Por ejemplo, en los supuestos de retraso mental.
111 Véase supra N° 5.
112 Según investigaciones de campo, realizadas a lo largo de los años, por nuestros alumnos de
seminario “Las causas que afectan la capacidad de obrar”. Véase referencia a tales trabajos en:
Domínguez Guillén, Ensayos..., p. 271, notas 33, 34 y 35.
113 Véase investigaciones de campo reseñadas por los estudiantes de Seminario en: ibíd., p.
369, nota 370.
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perder de vista el sentido real que le concede la ley a la incapacitación
como forma de protección en exclusivo interés del incapaz114.

“Está de más abogar porque la figura de la representación legal sólo
tenga lugar en casos extremos que sean cónsonos con la incapacidad
absoluta. Ello lo recordamos porque la esfera de la libertad o autogo-
bierno que excede el tema de la representación está en juego en la
figura de la incapacitación absoluta. La incapacidad relativa o parcial
que apareja la necesidad de asistencia constituye sin lugar a dudas, una
excelente alternativa legal que permite proteger al incapaz sin propi-
ciarle las duras consecuencias que acarrean la representación legal”115.

10. PATRIA POTESTAD

En cuanto a la patria potestad de quienes en su condición de progenito-
res se vean afectados por una incapacitación absoluta o un incapacita-
ción relativa, valdría distinguir igualmente que la primera (interdicción)
funciona como una causa de exclusión absoluta del ejercicio de la
patria potestad, en tanto que la segunda (inhabilitación) se presenta como

114 Véase: Domínguez Guillén, Reflexiones..., pp. 281 y 282, “Y en ese sentido cabe pregun-
tarse ¿Por qué en principio se presenta inferior la aplicación efectiva de la inhabilitación que
la de la interdicción? ¿Es que acaso no existen tantos débiles de entendimiento como enfermos
mentales graves? La pregunta es interesante y nos permite llegar a acercarnos a conjeturas que
quedan en el ámbito de la mera especulación. Creemos por ejemplo, que una razón que podría
explicar que sean menos las solicitudes de inhabilitación que las de interdicción, es que desde
un punto de vista práctico la incapacitación relativa no ofrece mayor beneficio económico al
tercero que subsana la incapacidad, es decir, el curador no tiene la posibilidad de remuneración
que tiene el tutor y no ejerce la administración de los bienes del incapaz. Esto, sin embargo, es
una simple especulación, pero es a nuestro criterio tal vez una razón lógica y práctica que
podría explicar la situación. Lamentablemente esa explicación práctica que podría estar detrás
de la situación real pierde de vista el sentido que la doctrina le ha concedido a los regímenes de
incapaces los cuales tienen por único y principal objetivo la protección del propio incapaz.
Nuestro comentario sobre la explicación de la poca incidencia práctica de la inhabilitación y,
en consecuencia, de la curatela constituye una mera especulación. Ciertamente, muchas cir-
cunstancias pueden rodear la efectiva aplicación de una materia por lo demás compleja y
delicada. En todo caso, ello constituye un problema que excede la propia dinámica que el
orden jurídico ha previsto para la distinción entre la incapacidad absoluta y la incapacidad
relativa. Diferencia que a nuestro modo de ver estableció el legislador sabiamente, marcando
una línea que en apariencia es leve pero en esencia es profunda, entre la representación y la
asistencia. Una y otra se presentan como mecanismos de subsanación de la incapacidad de
obrar de los mayores de edad, pero una implica la inexistencia de participación del afectado en
el acto jurídico en tanto que la otra le reconoce al incapaz una amplio margen de voluntad
decisoria en la realización del acto de que se trate”.
115 Ibíd., p. 282.
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una circunstancia que no permite desempeñar exclusivamente los atri-
butos de “representación y administración” de la patria potestad, mas sí
el atributo por excelencia de la misma, a saber, la responsabilidad de
crianza o antigua guarda.

Reiteramos que la interdicción (bien sea judicial o legal) por su propia
naturaleza que no supone agresión o abandono respecto al menor por
parte del progenitor, y por no requerir de declaratoria judicial sino que
procede automáticamente u ope legis, se constituye como una causa de
exclusión del ejercicio de la patria potestad y no propiamente de “priva-
ción” de la misma, no obstante la impropiedad de la LOPNNA al indicarla
dentro de las causales autónomas de privación de la patria potestad en el
artículo 352, letra h116. Por su dinámica y naturaleza la interdicción segui-
rá siendo en esencia una causa de “exclusión del ejercicio” y no de “pri-
vación” de la patria potestad; excluye automáticamente al progenitor
afectado ope legis sin necesidad de declaratoria judicial del ejercicio o
funciones inherentes a la patria potestad y lo mantendrá así mientras dure
tal circunstancia. Mal podría adicionalmente constituir causa de privación
un motivo ajeno a la voluntad del progenitor considerando que la reinci-
dencia en las causales de privación da lugar a la extinción de la patria
potestad (art. 356, letra d LOPNNA) y es perfectamente posible recaer
en incapacitación una vez rehabilitado.

El inhabilitado por su parte no podrá ejercer los atributos de representa-
ción y administración de su hijo, por ser un incapaz de obrar, aun cuando
relativo. Por lo que la representación y administración la ejercerá el
otro progenitor o, en su defecto, o un curador ad hoc, según refiere el
art. 277 del CC. Pero el inhabilitado al igual que el padre menor de
edad, por tener discernimiento (o no verlo afectado sustancialmente) y
tener el autogobierno o libre gobierno de su persona, ejerce la responsa-
bilidad de crianza (antigua guarda) de sus hijos menores de edad, por-
que dicho atributo esencial no admite en su ejercicio la representación117.
Es decir, constituye un atributo personalísimo que permite orientar la
formación y educación del menor.

116 Véase nuestros comentarios en: Domínguez Guillén, Ensayos..., pp. 135-137.
117 Ibíd., p. 378.



DIFERENCIA ENTRE INCAPACITACION ABSOLUTA Y RELATIVA 127

11. DOMICILIO

El domicilio es la principal sede jurídica en el Derecho venezolano; el
domicilio general que rige para la generalidad o la mayoría de los actos
jurídicos118 puede ser voluntario (art. 27 CC) o legal (art. 33 CC). Este
último lo impone iuris et de iure la ley, y precisamente encuentra apli-
cación en materia de incapaces absolutos.

La falta de discernimiento del entredicho judicial y el sometimiento a un
régimen de representación se proyectan en la determinación del atribu-
to relativo a la individualización territorial, esto es, de la sede jurídica, el
cual vendrá dado por el artículo 33 del CC, según el cual “el entredicho
tiene el domicilio de su tutor”.

El inhabilitado por conservar sustancialmente su discernimiento, al igual
que el menor emancipado, posee un domicilio general voluntario que se
determina de conformidad con el artículo 27 del CC. Esto pues, tales
incapaces relativos no se encuentran en la regla del citado artículo 33
del Código Sustantivo. De allí que el entredicho, a diferencia del inhabi-
litado, tenga un domicilio general “legal”.

Es decir, la existencia de un domicilio general “legal”, esto es, que im-
pone la ley (y no determinado de conformidad con el artículo 27 del CC)
existe en nuestro ordenamiento jurídico únicamente respecto de los in-
capaces absolutos, mas no de los relativos119.

12. DELACIÓN

En cuanto a la determinación o forma de precisar los cargos tutelares o
de la curatela, esto es, a la “delación” según el régimen de que se
trate, vale distinguir específicamente en cuanto al cargo de tutor y cura-
dor, en la interdicción judicial, que apareja el sometimiento a tutela, la
designación del tutor o delación tiene lugar de conformidad con los
artículos 398 y 399 del CC, siendo el primer llamado a desempeñarlo, de
derecho, el cónyuge del entredicho o, en su defecto, uno de los progeni-

118 Si la ley (domicilio conyugal) o las partes (domicilio de elección o contractual) no han
dispuesto un domicilio especial.
119 Véase: Domínguez Guillén, María Candelaria: La sede jurídica. En: Temas de Derecho
Civil. Homenaje a Andrés Aguilar Mawdsley. Colección Libros Homenaje N° 14. Caracas,
Tribunal Supremo de Justicia, Fernando Parra Aranguren, Editor, 2004, pp. 474-479.
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tores. En tal caso, el orden a seguir comienza con la delación “legítima”,
sigue con la “paterna” y termina con la “dativa o judicial”120.

Mientras que en la inhabilitación que supone el sometimiento a curatela;
en cuanto a la designación del curador indica el artículo 409 CC que
éste lo “nombrará dicho juez de la misma manera que nombra tutor a los
menores”. Sin embargo, hemos indicado que tal señalamiento constitu-
ye una impropiedad del Legislador porque la remisión debió tener lugar
a la tutela de mayores y no a la de menores, pues la delación del cargo
de tutor presenta una gradación distinta121 según se trate de mayores o
de menores, y la primera le concede preeminencia al cónyuge del inca-
paz, en tanto que la segunda atiende en primer término a la voluntad
paterna (no incluye al cónyuge porque aplica a menores no emancipa-
dos). Ciertamente, mal podría estar la voluntad paterna sobre la nece-
saria y primaria participación del cónyuge del incapaz. La participación
activa del inhabilitado en el régimen de curatela permite sostener la
necesidad de opinión o aprobación de éste en la designación del respec-
tivo curador122.

Vale recordar que también nos pronunciamos por la posibilidad de inter-
vención activa del interesado en la designación de su propio tutor, si tal
selección tuvo lugar cuando el sujeto era capaz. Figura conocida como
delación voluntaria o autotutela, que tendría preeminencia sobre las
modalidades de delación, salvo a favor del cónyuge123.

13. FORMALIDADES

Una vez declarada con lugar la sentencia de incapacitación, comienzan
los efectos del régimen correspondiente, que ya hemos explicado. Aho-
ra bien, el ejercicio del cargo de tutor precisa de ciertas formalidades124.

120 Véase: Domínguez Guillén, María Candelaria: La delación en los regímenes de incapaces.
En: Studia Iuris Civiles. Libro Homenaje a Gert F. Kummerow Aigster. Colección Libros
Homenaje N° 16. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, Fernando Parra Aranguren, Editor,
2004, pp. 188-190.
121 En la tutela de menores la delación tiene el siguiente orden de gradación: paterna, legítima
y dativa o judicial; en tanto que la tutela de mayores la delación es primeramente legítima a
favor del cónyuge (o, en su defecto, de alguno de los progenitores), paterna y dativa o judicial.
122 Ibíd., pp. 190-193.
123 Ibíd., pp. 194-199.
124 Domínguez Guillén, Ensayos..., pp. 338 y 339.
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En efecto, dentro de las formalidades previas al ejercicio del cargo de
tutor, en la tutela de entredichos, igualmente que acontece respecto de
la tutela de menores, dada la remisión de ley125, debe tener lugar: 1.- La
existencia de protutor; 2.- La realización de inventario; 3.- La constitu-
ción de garantía o caución; 4.- El discernimiento o autorización judicial
para iniciar en el cargo. El cónyuge y los progenitores, están exonera-
dos del cumplimiento de las dos últimas formalidades126.

Por su parte, en el régimen de la inhabilitación, el curador, por no des-
empeñar funciones de administrador, es decir, no gestionar el patrimo-
nio del incapaz, sino ejercer una simple asistencia en ciertas actuaciones
negociales y procesales, no está sometido a tales formalidades. De tal
suerte que el curador del inhabilitado no constituye garantía para res-
ponder de las resultas de su gestión.

Cabe indicar que, en razón de la citada remisión a la tutela de menores, al
culminar el régimen de interdicción, el tutor debe entregar el patrimonio y
rendir cuentas de su gestión; a dicha rendición podría ser obligado judi-
cialmente por el procedimiento establecido en los artículos 673 y ss. del
CPC. Las acciones derivadas de la tutela prescriben a los diez (10) años
según el art. 381 CC127. En tanto, que en la inhabilitación, como acabamos
de indicar, el curador no ejerce funciones de administrador por lo que no
está sujeto a rendir cuentas de su gestión. A todo evento, pensamos que
en atención a las normas generales sobre responsabilidad civil128 podría
plantearse excepcionalmente una eventual acción de daños y perjuicios
en el caso que de prestarse la asistencia de ley, la intervención del cura-
dor no veló por los intereses patrimoniales mínimos del inhabilitado129.

125 Véase art 397 CC.
126 Véase art 400 CC.
127 Ibíd., pp. 208 y 209.
128 Véase artículo 1.185 de CC.
129 Es decir, se trataría de un supuesto excepcional no dirigido propiamente a la suerte del acto
jurídico que ciertamente difícilmente se puede medir, sino a un caso en que no obstante la
intervención o asistencia del curador la misma sustancialmente no cumplió un finalidad de
protección, por ejemplo una venta de un bien del incapaz a precio ínfimo, o un negocio
jurídico enteramente perjudicial inclusive para quien no esté sometido a asistencia.
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14. INCAPACIDAD LEGAL

Cabe hacer una aclaratoria distintiva entre la interdicción y la inhabilita-
ción; efectivamente, existe como hemos reiterado en las presentes lí-
neas la incapacitación absoluta o interdicción judicial y la incapacitación
relativa o inhabilitación judicial. Sin embargo, esta última es la única
inhabilitación que subsiste, pues la inhabilitación legal que consagraba
el artículo 410 del CC fue derogada por la Ley para las personas con
discapacidad130. De manera que, desaparecidas dichas discapacidades
sensoriales (sordomudo, el ciego de nacimiento o que hubiere cegado
durante su infancia) como restrictivas de la capacidad de obrar, sólo
subsiste la discapacidad o afección mental o intelectual como causa de
afectación de la capacidad de obrar en los términos que hemos reseña-
do. De allí que actualmente, bien podamos referirnos simplemente a
“inhabilitación”, sin necesidad de aclarar que se trata de la “judicial”,
toda vez que ésta es la única que subsiste en nuestro ordenamiento131.

Contrariamente, hasta la fecha se distinguen todavía dos formas o es-
pecies de interdicción: la judicial y la legal. Esta última tiene lugar por
efecto de la ley, siendo la única incapacidad de sanción (y no de protec-
ción) que impone el orden legal, a tenor del artículo 23 del Código Penal
en caso de condena a presidio. Dicha causa privativa de la capacidad
negocial patrimonial por acto entre vivos, presenta –dada su naturale-
za– profundas diferencias con la interdicción judicial, de tal suerte que
en razón de la interpretación estricta que apareja las restricciones a la
capacidad de obrar se concluye que el condenado a presidio conserva
la posibilidad de realizar por sí solo actos personalísimos132, mantiene su
capacidad procesal y delictual. De allí que las diferencias entre el en-
tredicho judicial y el entredicho legal, son sustanciales, entre éstos exis-
ten tantas diferencias como entre el entredicho y el inhabilitado133.

130 Véase sobre tal aspecto: Domínguez Guillén, María Candelaria: La derogatoria de la
inhabilitación legal. En: Revista de Derecho N° 26, Caracas, Tribunal Supremo de Justicia,
2008, pp. 223-249.
131 Así como en forma semejante, con posterioridad a la Reforma del CC de 1982 resulta
inoficioso referirse a la “emancipación legal”, pues desaparecida con dicha Reforma la eman-
cipación voluntaria y subsistiendo sólo la legal, es lógico referirse únicamente a la “emancipa-
ción” como causa que aumenta la capacidad de obrar del menor de edad por razón del
matrimonio.
132 Pues la sanción o restricción del artículo 23 del CP se limita a la libre administración de sus
bienes por acto entre vivos (puede testar).
133 Son amplias para ser desarrolladas en las presentes líneas.
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De tal suerte que puede decirse, aunque ello no constituya propiamen-
te materia de “incapacitación” o incapacidad que procede por senten-
cia, que la interdicción actualmente puede ser judicial o legal, en tanto
que la inhabilitación sólo puede ser judicial. Aunque no estaría de más,
eliminar de nuestro orden jurídico, la interdicción legal como pena ac-
cesoria por inefectiva134, tal como lo prevé el Proyecto de Código
Penal elaborado por el Tribunal Supremo de Justicia135. Respecto del
entredicho legal, no media “incapacitación” sino incapacidad legal,
porque si bien su situación o status es producto de una “sentencia”
condenatoria a presidio, su incapacidad negocial patrimonial sólo tiene
lugar por voluntad de la ley como una sanción accesoria a dicha sen-
tencia condenatoria y NO como consecuencia de un procedimiento
especial de incapacitación.

134 Véase: Domínguez Guillén, Ensayos..., p. 389, nota 19.
135 Ibíd., p. 395, nota 39.


